
Asunto: Escrito de alegaciones al Esquema Provisional de Temas Importantes en 
materia de gestión de las aguas en la Demarcación Hidrográfica del Cantábrico 
Occidental 

 

A LA CONFEDERACIÓN HIDROGRÁFICA DEL CANTÁBRICO. 

 

Ecologistas en Acción Cantabria, comparece ante el citado organismo y DICE:  

 

Que habiendo tenido conocimiento de la apertura del periodo de seis meses de consulta 
pública del Esquema Provisional de Temas Importantes en materia de gestión de las 
aguas en la Demarcación Hidrográfica del Cantábrico Occidental (EpTI), mediante la 
presente, el que suscribe formula las siguientes:  

 

ALEGACIONES 

 

 CONSIDERACIONES GENERALES: 

- El artículo 79 RPH afirma que en el ETI se establecerán “Las posibles alternativas de 
actuación para conseguir los objetivos medioambientales, de acuerdo con los 
programas de medidas básicas y complementarias, incluyendo su caracterización 
económica y ambiental”.  

Sin embargo en las diferentes fichas no está bien descrita su caracterización 
económica y ambiental. 

- Para cada ficha creemos necesario un Análisis DPSIR, a semejanza de los elaborados 
en la C.H. del Ebro:  

 

- En cada ficha se establece un análisis de alternativas consistente en establecer tres 
alternativas: la 0, que consiste en el cumplimiento del Plan Hidrológico vigente, 
especialmente en lo relativo a su Normativa, lo cual implica la ejecución de la actual 
distribución de medidas en los siguientes horizontes de planificación; la 1, que sería la 
de hacer todo lo necesario para alcanzar el cumplimiento de los objetivos ambientales 
para 2027; y la 2, que sería la económica y técnicamente viable. 

Pero realmente muchas de la actuaciones propuestas en las Alternativas 1 y 2 no 
constituyen una verdadera nueva alternativa, más bien se trata de medidas adicionales 
que pueden y deben ser aplicadas en todas las alternativas consideradas. 

Y por otra parte en numerosas fichas no queda claro por qué alternativa se decanta la 
Confederación Hidrográfica del Cantábrico (CHC). 

- En el documento se reconoce que “Se puede comprobar en el Informe de seguimiento 
de 2017 que la inversión realizada para el primer grupo de medidas referidas a 
“cumplimiento de los objetivos medioambientales a 2021” se encuentra retrasada con 
únicamente 93 millones de euros invertidos respecto a los 777 millones propuestos en 
el PH, un 12%, en dos años de los seis que dura el ciclo de PH”.  

La alternativa 0 no se ha ejecutado por falta de implicación de las administraciones y 
entidades competentes/responsables, así por una falta de dotación presupuestaria. 
Esas 2 carencias fundamentales no son solventadas en las alternativas 1 y 2 que se 
proponen, por lo que nada nos garantiza que en el 2027 no estemos en idéntica 
situación. 



Se echa en falta, los compromisos de financiación y el calendario de puesta en marcha 
necesaria para cada una de las actuaciones que se planteen, por parte de cada una de 
las Administraciones competentes implicadas. 

- Hacemos nuestras las palabras del Ministerio reflejadas en el Libro de Gobernanza del 
Agua: http://www.librogobernanzagua.es/fichas/consultas/DGA_MITECO.pdf 

“La DMA podría resumirse de forma sencilla diciendo que, para lograr ese buen estado 
de las masas de agua (buen estado ecológico y buen estado químico de las aguas 
superficiales; buen estado cuantitativo y buen estado químico de las aguas 
subterráneas, y buen potencial ecológico de las masas de agua artificiales o muy 
modificadas), los estados miembros deben elaborar unos planes de gestión de cuenca 
(en España lo hemos traducido como planes hidrológicos de cuenca, conservando 
erróneamente la terminología de nuestra ley) que definan los objetivos 
medioambientales para todas las masas y definan un programa de medidas orientadas 
a la consecución de dicho buen estado, todo ello controlado a través de unos 
adecuados programas de seguimiento. Para financiar todas esas medidas, en 
definitiva, para financiar a los Organismos de cuenca (ahora ya de Demarcación) la 
DMA establece dos principios: el principio de recuperación íntegra de los costes, 
incluidos los costes ambientales, y el principio de quien contamina paga. 

La DMA, no es, pues, una directiva para conseguir incrementar los recursos, ni para 
definir obras de regulación, de defensa o de regadío, ni siquiera de depuración o de 
abastecimiento, tal y como se definían nuestros planes hidrológicos. Estas actuaciones, 
ahora, en los planes de gestión de cuenca tienen la consideración de presiones sobre 
las masas de agua. 

Por parte española, seguimos empeñados en mantener el concepto de planificación 
“pre-DMA”, no sólo en el nombre (planes hidrológicos de cuenca) sino también en la 
realidad de los hechos, ya que, aunque hemos transpuesto a nuestro TRLA la 
normativa de la DMA, incluyendo el contenido de los planes, la realidad es que éstos 
todavía son en gran medida el instrumento de asignación y reserva de recursos y el 
inventario de obras necesarias para incrementar la regulación y aumentar la superficie 
regable.” 

- Este EpTI, a diferencia del EpTI del Duero, es demasiado teórico y descriptivo, y sin 
embargo poco ejecutivo. Deja el 90% de las acciones a la buena voluntad de las 
administraciones implicadas, y pendientes de una posible dotación presupuestaria. 

Sin embargo la CHC tiene un mandato que cumplir, y para ello debe recurrir a las 
penalizaciones, sanciones y requerimientos ante las omisiones y las dejaciones de los 
diferentes agentes implicados. A título de ejemplo, llevamos meses reclamando que se 
sancione a los ayuntamientos de más de 20.000 habitantes que tienen pendiente, 
desde el año 2007, la elaboración obligatoria de su Plan de Emergencias de Sequía. 

 

 FICHA 1: CONTAMINACIÓN DE ORIGEN URBANO  

- En el documento se reconoce que “El vertido y alivio de las aguas residuales urbanas 
sigue siendo un problema en la consecución de los objetivos ambientales, provocando, 
en determinados ámbitos, contaminación orgánica, contaminación por nutrientes y una 
afección importante en el cumplimiento de los indicadores biológicos”. Pero la 
Confederación debe aplicar el principio de “quien contamina paga” y de “recuperación 
del coste de los servicios del agua” recogidos en la DMA y en el artículo 111bis del 
TRLA, contribuirá a mejorar los mecanismos de financiación de las medidas 
propuestas. Se debe gravar todos los vertidos de la cuenca con un canon de vertido o 
canon de vertido no autorizado y, como marca la ley, destinarlo a la mejora de la 
calidad de las aguas 

- Creemos fundamental que la Confederación elabore un Censo de Vertidos, y que tenga 
un SIG que ofrezca a los ciudadanos información de los vertidos autorizados y los 
datos de las analíticas de la calidad de las masas de agua (SAICA). 

- En los últimos 5 años como ciudadanos cántabros no hemos percibido que el Gobierno 
de Cantabria emprendiera medidas para mejorar la depuración de las aguas residuales 

http://www.librogobernanzagua.es/fichas/consultas/DGA_MITECO.pdf


de sus municipios, y deducimos que -entre otras causas- se debe a que la 
Confederación Hidrográfica del Cantábrico no denuncia sus vertidos sin depurar ni les 
pasa un canon por vertido no autorizado. Recordamos nuestra denuncia del 2016: 

“En el BOC del 03-02-2016 se hace pública la relación de municipios y núcleos 
en los que se suspende la aplicación efectiva del canon de agua residual 
doméstica por no contar en el núcleo con ninguna instalación de saneamiento o 
depuración de aguas residuales (ver documento adjunto). 

Solicita: -Teniendo en cuenta el listado publicado en el BOC, solicitamos que 
vuestra Confederación gire el canon de control de vertidos (y/o se abra 
expediente sancionador), según establece el artículo 113.1. del Real Decreto 
Legislativo 1/2001 por el que se aprueba el texto refundido de la Ley de Aguas 
“los vertidos al dominio público hidráulico estarán gravados con una tasa 
destinada al estudio, control, protección y mejora del medio receptor de cada 
cuenca hidrográfica, que se denominará canon de control de vertidos, 
independiente de los cánones o tasas que puedan establecer las Comunidades 
Autónomas o Corporaciones Locales.” . Y según el art. 294 del Reglamento del 
Dominio Público Hidráulico.” 

- Y esta es la última, y única, respuesta que recibimos de la C.H. del Cantábrico: 

 
 

- Como se enumera en el EpTI del Duero, se deben: 

“1. Acometer políticas dirigidas a los ayuntamientos o entidades supramunicipales de 
gestión para que sientan como suyas y asuman las competencias que tienen en 
materia de saneamiento y depuración de sus aguas residuales.  

2. Establecer un sistema financiero claro de cómo acometer las mejoras en 
depuración exigidas, quién las debe llevar a cabo (administración local, comunidades 



autónomas, AGE, Sociedad pública,...), y cómo van a financiarse (vías impuestos 
generales, tasas, cánones o precios públicos pagados por los usuarios, tanto a nivel 
individual como con algún tipo de agregación o por asunción directa de los costes por 
los usuarios).  

3 Desarrollar un sistema de financiación que garantice construcción y reposición de 
las EDAR existentes. La falta de financiación municipal se podría solucionar con la 
implantación de un canon de saneamiento autonómico, que pudiera cubrir la inversión 
en depuración necesaria así como la reposición de las infraestructuras que fueran 
quedando fuera de servicio. Un canon que permitiera una recaudación de entre 35 y 
50 millones de euros al año podría cubrir esta necesidad en la demarcación.  

4. Igualmente, se debería implantar un sistema de financiación adecuado que 
recogiera los costes de mantenimiento y explotación. Actualmente, muchos núcleos 
de población, especialmente de tamaño mediano y grande, disponen de una tasa de 
saneamiento y depuración para este fin. Queda pendiente la implantación de una tasa 
para el resto de los núcleos. Una tasa a nivel autonómico podría repartir de forma 
más homogénea y solidaria estos costes entre todos los habitantes de la cuenca.  

5. Valorar la posibilidad de implantar un sistema de gestión y mantenimiento de 
depuradoras a nivel autonómico o provincial, especialmente enfocado al soporte a los 
pequeños municipios con insuficiencia de medios para realizar dichas tareas.” 

Esta es una labor que debería haberse impulsado desde el Comité de Autoridades 
Competentes hace años, y supone una dolosa dejación de funciones. 

- En esta ficha no se hace una selección de alternativa, ni se cuantifican. 

 

 FICHA 2: CONTAMINACIÓN PUNTUAL POR VERTIDOS INDUSTRIALES  

- Esta ficha no es esclarecedora, por ejemplo, no sabemos qué empresas son las 
contaminantes. Y repite, en parte, la información suministrada en la Ficha 1. 

Dado lo poco fundamentado de esta Ficha se propone unirla a la anterior como han 
hecho otras Demarcaciones (p.ej. Ebro y Duero) 

- Otra vez en la Alternativa 1 mezcla la 1 y la 2, y no justifica por cuál opta. 

- Se reconoce que el “avance de las medidas propuestas en el programa de medidas del 
plan hidrológico vigente, se puede ver que es muy bajo, no obstante, parte de las 
medidas incluidas en esta ficha son de origen privado o particular y con propuestas 
genéricas por lo que recabar la información de su grado de avance es mucho más 
complicado”.  

“El avance de las mismas es complejo, se han completado dos medidas, sin partida 
presupuestaria inicial, mientras que las medidas restantes, que suponen 141 millones 
de euros a acometer por las industrias y particulares, no se dispone de información 
sobre su puesta en marcha. Ante esta situación la mejora de las masas de agua no 
podrá relacionarse con las mejoras introducidas por este Plan Hidrológico 2015-2021”. 

Esta falta de información invalida una valoración adecuada de las alternativas. 

- Dado que han pasado 10 años desde el primer plan hidrológico y las masas de agua 
siguen siendo contaminadas por unas industrias que no adecuan sus vertidos a los 
OMA de esas masas, creemos que es necesario revisar las autorizaciones de vertidos 
para cumplir las NCA de las masas de agua y gravar la contaminación para que, como 
dice la legislación, utilizar esos ingresos para mejorar la calidad de las aguas. 

 

 FICHA 3: CONTAMINACIÓN DIFUSA  

- No existen zonas designadas vulnerables a la contaminación por nitratos en esta 
Demarcación Hidrográfica (DH). En la Ficha se reitera que no es un problema en esta 
demarcación, por lo que no sería necesario tenerlo como ETI. 



- No se define bien la Alternativa 2, no sabemos si se trata de la 0 pero con propuestas 
generales sin dotar presupuestariamente. 

 

 FICHA 4: OTRAS FUENTES DE CONTAMINACION 

-  No existe, y sin embargo es necesario, un buen Inventario de vertederos peligrosos o 
no peligrosos. A largo plazo pueden contaminar las aguas superficiales y subterráneas 
incorporando a sus aguas, especialmente mediante lixiviados, componentes 
contaminantes como nitrógeno, fósforo, cadmio, cobre y un gran número de 
compuestos recogidos en el PRTR. 

- Otra vez, se reconoce una falta de información del grado de ejecución de la alternativa 
0, lo cual invalida un buen análisis de alternativas: “como se puede comprobar en la 
tabla siguiente son los particulares los que representan una mayor partida 
presupuestaria, pero el avance es nulo o desconocido, aunque lo mismo ocurre con las 
administraciones públicas, únicamente la autoridad Portuaria de Gijón ha realizado 
progresos en controlar y gestionar los residuos MARPOL que se generan en la zona 
portuaria”. 

- Se reconoce que “Actualmente, todas las masas de agua subterráneas de la 
Demarcación del Cantábrico Occidental, están en buen estado, si bien el conocimiento 
de las mismas es inferior al necesario, y es preciso acometer la definición de valores 
umbral para nitritos y fosfatos en las masas de agua subterráneas, de acuerdo lo 
establecido en el Real Decreto, 1075/2015” 

- Otra vez, no se define bien la Alternativa 2. Creemos que dada la escasa entidad de 
esta ficha podría estar integrada en la Ficha 3. 

 

 FICHA 5: ALTERACIONES HIDROMORFOLÓGICAS Y OCUPACIÓN DEL DOMINIO 
PÚBLICO 

- A partir del Estudio General de la Demarcación y los Informes de seguimiento del 2017 
se puede comprobar como las alteraciones hidromorfológicas son uno de los 
principales motivos por lo que no se alcanzan los objetivos medioambientales, 
especialmente por no alcanzar un estado buen ecológico. 

 



- Se reconoce que se “han detectado importantes presiones en las Rías de San Martín 
de la Arena, Ribadesella, Avilés y Navia, así como en la Bahía de Santander-Interior y 
Bahía de Santander-Páramos. Estas cuatro últimas masas junto a la Bahía de 
Santander-Puerto son masas muy modificadas. 

Asimismo, 11 infraestructuras de protección frente a inundaciones producen una 
afección significativa sobre las siguientes masas de agua: ríos Asón I, Sella III, Alvares 
I, Pinzales, Nora I, Gafo, Noreña, Llápices de San Claudio, ría de San Martín de la 
Arena, estuarios de Villaviciosa y de Ribadesella. La bahía de Santander-interior y la 
ría de San Martín de la Arena también están afectadas de manera significativa por 
estos tipos de presión.”  

Pero no se nos informa de la Medidas que se van a implementar. Es un documento 
muy teórico y descriptivo, pero poco ejecutivo. 

- El grado de ejecución a diciembre de 2017 del programa de medidas contra las 
presiones hidromorfológicas es igual a 0. 

- Se admite que actualmente en la demarcación no existe ningún indicador que permita 
identificar si una masa de agua está en riesgo de no cumplir los objetivos 
medioambientales por alteraciones hidromorfológicas. 

- Se subraya la necesidad de “Analizar y priorizar actuaciones de mejora de la 
hidromorfología fluvial en los espacios de la Red Natura 2000 conforme a sus planes 
de gestión, en las reservas naturales fluviales (RNF) y en las áreas de riesgo potencial 
significativo de inundación seleccionados en el PGRI”. Pero en el día a día lo que 
vemos es que en las actuaciones post-inundaciones ejecutadas por el Gobierno de 
Cantabria o por la CHC, se agrede el ecosistema de ribera sin un análisis adecuado de 
los valores a proteger en los espacios protegidos. 

- La Confederación reconoce que en “el ámbito del País Vasco se considera que los 
acuerdos de colaboración firmados por la Agencia Vasca del Agua y distintas entidades 
locales con el objeto de mejorar y conservar los cauces pueden ser un marco idóneo 
para el desarrollo de estos proyectos”. Sin embargo el Gobierno de Cantabria no 
destina recursos al tema de agua, más allá de obras de incremento de suministro de 
agua. 

A este respecto, subrayamos que el Comité de Autoridades Competentes está para 
desarrollar esa colaboración y cooperación. 

 

 FICHA 6: MANTENIMIENTO DE CAUDALES ECOLÓGICOS 

- El régimen de caudales ecológicos es aquel que permite mantener de forma sostenible 
la funcionalidad y estructura de los ecosistemas acuáticos y de los ecosistemas 
terrestres asociados, contribuyendo a alcanzar el buen estado o potencial ecológico en 
las masas de agua dulce o de transición. Pero no se están realizando estudios que 
aseguren la relación existente entre el régimen de caudales ecológicos y el estado de 
las masas de agua, con objeto de evaluar en qué medida los caudales ecológicos son 
consistentes con el cumplimiento de los objetivos medioambientales de las masas de 
agua. Para ello, se debería analizar la información sobre el seguimiento del grado de 
cumplimiento de los caudales ecológicos, la evaluación y seguimiento del estado 
biológico de las masas de agua y la relación entre el caudal circulante y la componente 
físico-química del estado ecológico de la masa de agua. 

Y se debería avanzar en el conocimiento de las necesidades hídricas de las especies 
asociadas a los cursos fluviales. 

- En esta DH están pendientes: los caudales de crecida, tasas de cambio, caudales 
ecológicos en aguas de transición o los requerimientos de lagos y zonas húmedas. Y 
se enumeran varios estudios pendientes. Nuestra perspectiva es que los caudales 
hasta ahora establecidos son insuficientes para mantener o restablecer un buen estado 
en esas masas de agua. 



- Los incumplimientos reflejados están relacionados con derivaciones de agua que 
deben ajustar su caudal de concesión al condicionado establecido de respeto al caudal 
ecológico. Nos preguntamos si esas concesiones tienen contadores (y limitadores de 
caudal) que garanticen que los caudales derivados se ajustan a los concedidos, y –en 
caso contrario- si la CHC les ha requerido su implantación y/o sancionado. 

 

- La falta de un registro de aguas completo, junto con la falta de medición y de informe 
por parte de los usuarios de los usos reales del agua, socava el proceso de 
planificación, y hace que éste dependa en gran medida de estimaciones con un alto 
grado de incertidumbre. Estas incertidumbres se deben tener en cuenta en la 
evaluación de las presiones sobre las masas de agua, así como para el cálculo de los 
recursos hídricos disponibles para una extracción sostenible. 

- La propuesta de CHC es controlar el respeto del caudal ecológico de todas las masas 
de aguas en Cantabria a través de 9 estaciones de aforo, lo cual resulta imposible. Es 
decir, no es garantista y además no se corresponde su ubicación con las principales 
masas que deben ser objeto prioritario de protección, como serían los espacios Red 
Natura. 

 

 

 



- Otra vez en esta ficha no existen unas verdaderas alternativas diferenciadas ni se 
refleja la dotación económica correspondiente. 

 

 FICHA 7: ESPECIES ALÓCTONAS INVASORAS 

- En esta ficha se nos habla del “Sistema de información sobre el estado de las masas 
de agua existente en la Sub Dirección General de Gestión Integrada del Dominio 
Público Hidráulico (Dirección General del Agua, Ministerio para la Transición Ecológica 
y el Reto Demográfico) denominado NABIA.”, pero la ciudadanía no tiene acceso a 
esta información que por la Ley 27/2006 debería ser accesible. 

Ni tampoco al informe de “Identificación temprana y seguimiento de Especies Exóticas 
Invasoras (EEI) de Fauna y Flora introducidas por la Actividad Humana en Aguas  se 
Superficiales” (CEDEX, 2019). 

Reclamamos que esta información esté disponible en vuestra web. 

- Una vez más, en esta ficha no se hace una valoración económica de las alternativas. 

 

 FICHA 8: PROTECCION DE HÁBITATS Y ESPECIES ASOCIADAS A ZONAS PRO-
TEGIDAS 

- En el documento se nos informa que “El programa de medidas 2016-2021 incluyó 42 
medidas relativas a la relación entre espacios protegidos y especies amenazadas, que 
contabilizan 91 M€. Con respecto al avance en la ejecución de las medidas incluidas en 
el plan, a diciembre de 2017 no se había efectuado inversión alguna.” A pesar de ello, 
no se plantea una nueva estrategia a implementar en este próximo PH, sino 
simplemente un listado de buenas intenciones. 

- Ya se debería de haber establecido un programa de control y seguimiento de las Zonas 
Protegidas incluidas en el Registro que permitiera conocer las condiciones del estado 
inicial y desarrollar una valoración periódica del mismo complementario a los 
indicadores del estado de las masas. 

 

 



 

- En el caso de Cantabria observamos que su Plan Marco de Gestión de las zonas 
especiales de conservación fluviales de las región biogeográfica atlántica de Cantabria 
presenta unas grandes lagunas y simplemente hace una enumeración de “buenas 
intenciones”: 

a) Sus Directrices para la conservación y recuperación de la biodiversidad no son ni 
vinculantes ni ejecutivas: 

6.11.1.- Se propiciarán las actuaciones encaminadas a la conservación y mejora 
de las formaciones vegetales naturales relacionadas con los hábitats fluviales, así 
como el desarrollo de las poblaciones de flora y fauna asociadas a los mismos. 
6.11.2.- Se priorizará el mantenimiento y recuperación de los bosques de ribera 
tanto longitudinal como transversalmente, reforestando las márgenes del río donde 
no exista vegetación de ribera o donde ésta haya sido sustituida por especies 
alóctonas, tendiendo a establecer una banda continua de vegetación natural a lo 
largo de todo el curso fluvial. Las plantaciones en estas zonas evitarán la 
realización de trabajos de remoción del suelo. 
6.11.3.- Se fomentará asimismo la continuidad longitudinal y transversal de las 
formaciones riparias con otros bosques de frondosas y la malla de setos vivos 
que, en determinados tramos, se combinan para formar la vegetación ribereña. 
6.11.4.- Se limitará al máximo el empleo de maquinaria pesada en el interior de las 
ZECs fluviales, la realización de pistas y el tránsito de vehículos, los cruces 
trasversales al cauce y los drenajes. En el caso de que sea indispensable la 
utilización de maquinaria pesada se evitará la utilización de la dotada con sistema 
motriz de oruga, salvo por motivos de seguridad e imposibilidad técnica 
debidamente justificada. 
6.11.5.- Se promoverán actuaciones destinadas a la erradicación y/o control de las 
especies invasoras alóctonas, en particular de aquéllas que pueden comprometer 
en mayor medida los objetivos de conservación de las ZECs fluviales, impulsando 
la colaboración entre las diferentes Administraciones Públicas y los propietarios de 
terrenos para la adopción de protocolos y estrategias coordinadas. 
5.1.1. Favorecer el incremento de la superficie que ocupa el hábitat 91E0* en 
aquellas zonas donde aparece como formación vegetal acompañante haciendo 
que pase a ser el hábitat dominante.  
5.2.2. Reducir la elevada fragmentación que el hábitat 91E0* muestra en 
determinadas zonas.  
5.2.1. Evitar que la presencia de especies vegetales transformadoras, así como la 
abundancia de especies vegetales no transformadoras, degraden el hábitat 91E0*. 
7.2.1.- La instalación de cierres y cercados ganaderos requerirá de autorización de 
la Administración Gestora. En todo caso su instalación respetará un mínimo de 5 
metros de distancia desde la coronación del talud fluvial.  
7.3.4.- Quedan prohibidas las matarrasas y el cambio de uso en hábitats 
arbolados de interés comunitario y, de manera extensiva, en todos los bosques 
autóctonos presentes en las ZECs fluviales.  



7.3.5.- Se prohíbe la realización de nuevas plantaciones con especies forestales 
alóctonas sobre terrenos que, en el momento de la declaración de la ZECs, no 
estén ocupados por dichas especies. 
 7.7.5.- En la ejecución de nuevas infraestructuras en el ámbito de las ZECs 
fluviales, o en la modificación de las existentes, las obras de drenaje transversal 
necesarias deberán diseñarse de manera que permitan el libre tránsito de las 
especies de fauna o, en su caso, deberán contar con los correspondientes 
elementos que minimicen su efecto barrera (escalas para peces, pasos de 
fauna…).  
7.8.1.- Las vías peatonales y ciclistas que, al no contar con otra alternativa de 
trazado, deban discurrir por el interior de las ZECs, se apoyarán en 
infraestructuras o sendas ya existentes y, en todo caso, queda prohibida para su 
construcción o rehabilitación la utilización de asfaltos, hormigones y similares.  
8.1. Mantener en un estado de conservación favorable las poblaciones de 
Austropotamobius pallipes existentes en Cantabria.  
8.1.1.- Eliminar las poblaciones de Procambarus clarkii y Pacifastacus leniusculus 
que por su proximidad supongan una amenaza para las poblaciones de A. 
pallipes.  
8.1.2.- Regular de manera estricta el transporte, tenencia y comercialización en 
vivo de los cangrejos de río alóctonos en el territorio de Cantabria.  
8.1.3.- Desarrollar un programa de seguimiento de la evolución de las especies de 
cangrejos fluviales presentes en Cantabria. 
 8.2.- Garantizar la conservación de las poblaciones de A. pallipes existentes en 
Cantabria.  
8.2.1. Valorar y evaluar la idoneidad de un programa de refuerzo de las 
poblaciones de A. pallipes.  
8.2.2. Redactar y aprobar el plan de conservación del cangrejo de río, tal y como 
se recoge en el Catálogo Regional de Especies Amenazadas de Cantabria. 9.1. 
Aumentar y mantener en un estado de conservación favorable las poblaciones de 
peces miradores en Cantabria. 
 9.1.1.- Objetivo operativo: Incrementar el área accesible para los peces 
migradores en la ZECs fluviales de Cantabria. 
 9.1.2.- Condicionar la posible explotación mediante pesca deportiva de las 
especies de migradores anádromos a la supervivencia de un número de 
reproductores adecuado.  
9.2. Incrementar el conocimiento sobre la distribución y estado de conservación de 
los peces migradores anádromos en Cantabria.  
9.2.1.- Establecer un programa de monitoreo de las poblaciones de peces 
migradores en Cantabria.  
11.1. Mantener en un estado de conservación favorable las poblaciones de 
Galemys pyrenaicus y Lutra lutra en Cantabria.  
11.1.1.- Mejorar la habitabilidad del hábitat fluvial para G. pyrenaicus y Lutra lutra 
en las ZECs fluviales de Cantabria. 11.2. Incrementar el conocimiento sobre la 
distribución y estado de conservación de G. pyrenaicus y Lutra lutra en Cantabria.  
11.2.1.- Establecer un programa de monitoreo de las poblaciones de G. 
pyrenaicus y Lutra lutra en Cantabria.  
12.1.1. Reducir el número de obstáculos transversales al cauce que disminuyen la 
conectividad fluvial longitudinal. .  
 12.2.1.- Reducir la longitud de tramos fluviales que muestran alteraciones de la 
estructura del cauce de origen antrópico. 

a) El desconocimiento de las especies prioritarias es escandaloso: 



 

 
 

 
La CHC y el Gobierno de Cantabria deberían constituir grupos de trabajo que velen por 
el buen estado de los espacios fluviales protegidos, haciendo un seguimiento y una 
evaluación periódica de las medidas implementadas. 

- Solicitamos realizar una actuación proactiva ante las nuevas declaraciones de 

espacios protegidos y aprobaciones de planes de gestión de espacios naturales. 
Participación de forma activa en la fase de información pública previa a la aprobación 
de estas normas evaluando la implicación que la declaración de estos nuevos espacios 
o la aprobación de los planes de gestión tendrá en la planificación hidrológica, 
implementando las medidas que se deriven de ellos en el mismo momento en que se 
aprueben, por encima de las limitaciones técnicas y materiales. Incrementar las redes 
de control del estado de las aguas en cada una de las masas de agua afectadas por los 
espacios protegidos para incorporar todos los objetivos ambientales, precedida de la 
realización de estudios previos para evaluar indicadores complementarios. 

 

 FICHA 9: ABASTECIMIENTO URBANO Y A LA POBLACIÓN DISPERSA 

- En el artículo 64.2 de la normativa del Plan Hidrológico se afirma: “A los efectos de la 
consideración del coste de los servicios del agua se pone en evidencia que el sistema 
de abastecimiento de agua a Cantabria, mediante el trasvase del Ebro, conlleva un 
impacto económico que dificulta su operatividad, lo que debería quedar resuelto en la 
próxima revisión del Plan Hidrológico Nacional”. Indirectamente se está reconociendo 
que se ha realizado una infraestructura inviable económicamente, y en lugar de asumir 
la responsabilidad por esa falta de previsión, la CH opta por solicitar un trasvase para 
que no se devuelvan los caudales. Recordamos que las Confederaciones deben de 
velar por la unidad de cuenca, y sobre todo en la España húmeda. 

Esta postura quebranta los Principios rectores de la gestión en materia de aguas, 
según el artículo 14 del TR de la Ley de Aguas:  

“El ejercicio de las funciones del Estado, en materia de aguas, se someterá a los 
siguientes principios: 
1.º Unidad de gestión, tratamiento integral, economía del agua, 
desconcentración, descentralización, coordinación, eficacia y participación de los 
usuarios. 



2.º Respeto a la unidad de la cuenca hidrográfica, de los sistemas hidráulicos y 
del ciclo hidrológico. 
3.º Compatibilidad de la gestión pública del agua con la ordenación del territorio, 
la conservación y protección del medio ambiente y la restauración de la 
naturaleza.” 

Cualquier alteración del régimen de caudales de un río conlleva una alteración de la 
ecología del sistema fluvial y una modificación de sus valores naturales. El 
aprovechamiento de las aguas de un río puede ser necesario para satisfacer las 
necesidades humanas, pero el incremento progresivo de la regulación hidrológica 
conduce a un empobrecimiento manifiesto de la diversidad biológica, tanto del propio 
ecosistema fluvial como en los ecosistemas dependientes de sus flujos de nutrientes y 
energía, como es el caso de los ecosistemas litorales. 

La DMA establece que se debe poner un precio público del agua, porque es un bien 
común (colectivo, de la sociedad) que cuando es utilizado por los particulares va en 
detrimento de la función que cumple en su medio natural. Las infraestructuras deben 
planificarse y ver su viabilidad económica. La regulación no es una medida inocua, ni 
un axioma. Se necesita una buena planificación y ordenación que no demande grandes 
infraestructuras costosas. Debemos cuestionarnos las demandas para ver cuáles son 
nuestras verdaderas necesidades, y posteriormente valorar los pros y contras de las 
diferentes medidas. 

- Por otra parte, la Ley 11/2005, de 22 de Junio, por la que se modifica la Ley 10/2001, 
de 5 de julio, del Plan Hidrológico Nacional, añade un nuevo apartado 5 en el artículo 
46 del Texto Refundido de la Ley de Aguas, con la siguiente redacción: "5. Con 
carácter previo a la declaración del interés general de una obra hidráulica, deberá 
elaborarse un informe que justifique su viabilidad económica, técnica, social y 
ambiental, incluyendo un estudio específico sobre la recuperación de los costes. Se 
elaborará el mismo informe con carácter previo a la ejecución de las obras de interés 
general previstas en los apartados 1, 2 y 3.” 

Es evidente la mala calidad del informe que se realizó para dar el visto bueno al 
Bitrasvase Ebro- Besaya. 

 

 FICHA 10: ADAPTACIÓN DE LOS ESCENARIOS DE APROVECHAMIENTO A LAS 
PREVISIONES DEL CAMBIO CLIMÁTICO 

-  El “Informe sobre la revisión de la política europea de lucha contra la escasez de agua 
y la Sequía” (Bruselas, 14.11.2012) en su apartado 4.3. Promoción de incentivos 
económicos a favor de un uso eficiente del agua, establece:  

“Para combatir la escasez de agua y la sequía es fundamental aplicar 
adecuadamente el artículo 9 de la DMA. Hay que ampliar el alcance de los 
instrumentos económicos actuales para que puedan ofrecer incentivos para un uso y 
una captación sostenibles del agua: hay que establecer tarifas cuando no existan; 
deben promoverse tarifas basadas en el consumo de agua; deben imponerse más 
tasas e impuestos a la extracción de agua para que los usuarios internalicen los 
costes ambientales y de recursos en las decisiones que tomen.  

Si los instrumentos económicos reflejan mejor el valor monetario del agua, ello 
constituirá un incentivo para que los proveedores de servicios realicen inversiones 
adicionales en el control de fugas, y eso contribuirá tanto a la recuperación completa 
de costes como a la sostenibilidad y eficiencia a largo plazo del servicio. Por último, la 
asignación de ingresos a medidas para combatir la escasez de agua y la sequía 
facilitará también el logro de los objetivos a ese respecto.  

El establecimiento de un mercado de derechos de uso del agua y de mecanismos de 
comercio con un límite máximo definido en relación con el medio ambiente puede 
constituir la oportunidad de pago por servicios ecosistémicos y, por ende, contribuir al 
logro de un balance sostenible en las cuencas fluviales con déficit. Otra ventaja que 
puede conseguirse es, por ejemplo, la reasignación (temporal o permanente) de 
derechos de uso del agua entre usuarios económicos, lo cual puede generar 
beneficios económicos adicionales.” 



-  En el PDSEAR observamos que Cantabria no cuenta con actuaciones de mejora de la 
eficiencia y ahorro, pero por otra parte las estadísticas nos dicen que en Cantabria: 
“Así, el consumo de agua por habitante y día en 2010 de la comunidad superaba en un 
20% a la media nacional.” 

 

 

Nosotros denunciamos que el Gobierno de Cantabria no implementa políticas y 
campañas de concienciación para un uso sostenible, eficiente y respetuoso del agua, 
en un horizonte de Cambio Climático con disminución de precipitaciones y caudales 
circulantes. 

- En la Memoria de ese mismo Plan DSEAR podemos leer: 

“ f) Propuestas normativas para mejorar la financiación de las medidas. En especial 
de aquellas medidas dirigidas a compensar determinadas presiones sobre el medio, 
que por contaminación, alteración hidromorfológica o extracción, impiden el logro de 
los objetivos ambientales. Los causantes de estas presiones deben participar 
responsablemente en el coste de su remediación, especialmente cuando la presión 
que sufre el medio es resultado de una actividad que genera un beneficio 
económico privado obtenido gracias al aprovechamiento y utilización de bienes de 
dominio público.” (pg 10 y 11) 

Sin embargo ni el precio público del agua ni la recuperación de costes ni el principio de 
quien contamina paga, están implementamos en Cantabria. 

-  Recordamos que según el TRLA, el abuso y despilfarro del agua es una infracción 
administrativa, que por supuesto, la Confederación Hidrográfica no denuncia, ni si 
quiera está implicada en el control de caudales utilizados. Como prueba aportamos 
esta respuesta del año 2015: 



 

 
 

- Unas de las medidas de reducción de la vulnerabilidad frente la pérdida de 
biodiversidad en los ecosistemas fluviales, ante el cambio climático, serían: restaurar el 
funcionamiento hidrológico, la conectividad y la morfología de los cursos de agua 
(zonas de desbordamiento, conexiones laterales, recargas de acuíferos), ampliación 
del espacio fluvial, restauración de zonas húmedas, apoyo a la migración de especies 
piscícolas y vegetales, etc.  

Sin embargo vuestro organismo sigue realizando obras duras tras las inundaciones, sin 
cambiar el modelo de gestión del DPH. 



- Para abordar los retos del cambio climático en relación a los recursos hídricos es 
necesario adoptar una visión integradora de la gestión del territorio, que replantee la 
distribución territorial del uso del agua. 

 

 FICHA 11: OTROS USOS 

- El grueso de las medidas que se contemplaban de manera general estaba 
principalmente orientado hacia la reutilización de aguas en procesos industriales y la 
regeneración de aguas en el sector industrial. 

Se trataba de 9 estaciones regeneradoras (ER) de aguas depuradas: ER de Frieres, 
ER Gijón Este, ER de Maqua, ER de San Claudio, ER de Baiña, ER de Cabezón de la 
Sal, ER de Castro Urdiales, ER de Comillas y ER de las Caldas; y, por otro lado, 4 
plantas de reutilización de agua residual depurada, en concreto, se trata de las EDAR 
de Villapérez, Villaviciosa, Bahía de Santander y la Reguerona. 

 

-  El actual Plan Nacional de Reutilización establece 42 hm
3
, no obstante en Cantabria no 

existe reutilización de aguas, a pesar de recurrir a grandes infraestructuras, como un 
Bitrasvase o la Autovía del Agua, para responder a su “abusiva” demanda de agua. 

-  En varios foros (CAD, Webinar) el Presidente de la CHC ha expresado que la 
reutilización de aguas no tiene sentido en esta cuenca por su elevado coste económico. 
Estamos ante una visión oficial de la “escasez” de agua en Cantabria que estima que 
se necesita agua como para hacer trasvases, pero no valora lo suficiente esa carestía 
de agua como para regenerarla y reutilizarla. 

 Es evidente que va en contra de las políticas de lucha contra el Cambio Climático y 
Transición Ecológica. 

 

 FICHA 12: INUNDACIONES 

- En cuanto al avance a diciembre de 2017, la situación es similar al resto de temas 
importantes, de tal manera que de los 206 millones de euros que se pretendían invertir 
únicamente 1 millón se ha ejecutado.  

- Echamos en falta en esta ficha que se nos informe de las masas afectadas por esas 
actuaciones post-inundaciones, escolleras, dragados, etc. que realiza la Confederación 
o autoriza.  

-  Los Planes de Gestión del Riesgo de Inundación tienen como objetivo lograr una 
actuación coordinada de todas las administraciones públicas y la sociedad para 
disminuir los riesgos de inundación y reducir las consecuencias negativas de las 
inundaciones. El objetivo último de los planes de gestión del riesgo de inundación es 
conseguir que no se incremente el riesgo de inundación actualmente, centrándose en 
la prevención, protección y preparación, incluidos la previsión de inundaciones y los 
sistemas de alerta temprana. 

 Sin embargo, tanto el Gobierno de Cantabria como vuestra Confederación tenéis 
pendiente el cambio de dinámicas. Las AAPP siguen dando a la ciudadanía una visión 



simplista y peligrosa del riesgo de inundación, creando una falsa imagen de seguridad 
con sus actuaciones post-inundaciones. 

La responsabilidad en la gestión del riesgo de inundación está compartida por 
numerosas Administraciones y Organismos, cada uno actuando en una etapa o sobre 
un aspecto de la gestión del riesgo. Pero, por omisión de las diferentes 
administraciones, los ciudadanos cántabros siguen desconociendo en pleno siglo XXI 
cuál es la competencia de cada entidad. De esta forma se evita que se puedan pedir 
responsabilidades. 

-  Por otra parte hay que trabajar en la mejora del conocimiento para la adecuada gestión 
del riesgo de inundación, y a la vez acortar la distancia entre los conocimientos de los 
técnicos sobre inundaciones y los de la ciudadanía, porque se debe tener siempre 
como principio informar y formarla. 

-  Aunque los estudios consolidados aconsejan que para nuevas obras estructurales, 
tales como nuevos encauzamientos, deberán realizarse todos los estudios necesarios 
para tener la absoluta certeza de que este tipo de infraestructuras, por su impacto 
ambiental y por su elevado coste económico y social, solo se van a llevar a cabo, en su 
caso, cuando esté plenamente justificada su necesidad y haya un consenso 
generalizado entre todos los sectores implicados, garantizando además el 
cumplimiento de toda la normativa europea, para lo cual se deberán realizar los 
oportunos estudios de coste beneficio y compatibilidad con la normativa ambiental y los 
objetivos de los Planes Hidrológicos de cuenca. La CHC sigue realizando actuaciones 
duras sin base técnica que solo responde a las demandas en caliente de los 
Ayuntamientos tras los episodios de inundaciones. 

 Y por su parte el Gobierno de Cantabria no pone restricciones a la eliminación de 
vegetación y dragados aunque estemos en espacios protegidos y sus planes de 
gestión no “aconsejen” estas actuaciones: 

“6.11.1.- Se propiciarán las actuaciones encaminadas a la conservación y mejora 
de las formaciones vegetales naturales relacionadas con los hábitats fluviales, así 
como el desarrollo de las poblaciones de flora y fauna asociadas a los mismos. 
6.11.2.- Se priorizará el mantenimiento y recuperación de los bosques de ribera 
tanto longitudinal como transversalmente, reforestando las márgenes del río donde 
no exista vegetación de ribera o donde ésta haya sido sustituida por especies 
alóctonas, tendiendo a establecer una banda continua de vegetación natural a lo 
largo de todo el curso fluvial. Las plantaciones en estas zonas evitarán la 
realización de trabajos de remoción del suelo. 
6.11.3.- Se fomentará asimismo la continuidad longitudinal y transversal de las 
formaciones riparias con otros bosques de frondosas y la malla de setos vivos 
que, en determinados tramos, se combinan para formar la vegetación ribereña. 
6.11.4.- Se limitará al máximo el empleo de maquinaria pesada en el interior de las 
ZECs fluviales, la realización de pistas y el tránsito de vehículos, los cruces 
trasversales al cauce y los drenajes. En el caso de que sea indispensable la 
utilización de maquinaria pesada se evitará la utilización de la dotada con sistema 
motriz de oruga, salvo por motivos de seguridad e imposibilidad técnica 
debidamente justificada.” 

- Tras las inundaciones de enero del 2019 en el Saja, solicitamos información a CHC 
sobre las actuaciones pos-inundaciones que iba a ejecutar, pero no nos respondió. 
Después observamos que se actuaba en Renedo y Terán siguiendo la misma dinámica 
de siempre: dragando, eliminando vegetación, levantando escolleras, etc. El proyecto 
se basa en datos generales sobre los ríos cantábricos y caudales esperables en 
función del área de la cuenca sin aportar ningún análisis sobre el rio Saja, sus 
características hidrodinámicas,  morfológicas y respuesta ante las avenidas, que son 
preceptivas a cualquier actuación sobre el cauce. Es más, se ofrece una interpretación 
equivoca, describiendo al Saja como “un río encajado, muy rectilíneo pero, que a pesar 
de ello, la extremada planicie de sus llanuras de inundación conduce a la generación 
de brazos secundarios, que afectan a ambas márgenes del río”. El estudio presentado 
se ha basado exclusivamente en una modelización hidráulica de los puntos de 
intervención, que repite cartografías ya realizadas y consultables en el  SNCZI del 



MITECO, pero sin siquiera indicar la leyenda de los calados de inundación modelados. 
El objetivo del nuevo modelo hidráulico realizado debería aportar información sobre el 
efecto que las nuevas escolleras van a producir en los desbordamientos y en el río, 
cosa que según se desprende de la memoria, sus autores no se han molestado en 
realizar. En conclusión, se sigue actuando en contra de lo dictado en la Directiva de 
Inundaciones y el PGRI. 

- Por todo ello, creemos necesario establecer una auditoría externa a las actuaciones 
ejecutadas por el propio organismo o TRAGSA, pues actúan como si tuvieran una carta 
en blanco y pudieran dictarse sus propias leyes. La ciudadanía tiene ante estas 
actuaciones una sensación de impunidad en lugar de seguridad, ya que sus solicitudes 
de información, sus alegaciones, sus reclamaciones caen en saco roto 

 FICHA 13: SEQUÍAS 
 

- La DMA exige aplicar medidas para minimizar el deterioro que una sequía excepcional 
provoca en las masas de agua, medidas que deben estar contempladas y dotadas 
económicamente en el PH. 

- Discrepamos, como ya lo comunicamos en nuestras alegaciones, del actual PES 
porque los indicadores utilizados para caracterizar tal situación de sequía prolongada 

no se corresponden con lo establecido por la DMA en su artículo 4.6. Las sequías 
prolongadas se corresponden con una situación de excepcionalidad que no haya 
podido preverse razonablemente, lo que descarta considerar los periodos secos 
ordinarios de climas cuya variabilidad natural, como ocurre en la península ibérica, 
incluya justamente sequías ordinarias. Estas sequías ordinarias, de nuevo, deben ser 
consideradas e incorporadas como parte de la situación de normalidad climática dentro 
de los planes hidrológicos de las demarcaciones, incluyendo las previsiones que 
procedan en términos de ajuste de los recursos disponibles, concesiones y medidas a 
aplicar durante las sequías ordinarias. 

- Se reconoce en el documento que “ningún ayuntamiento superior a 20.000 habitantes 
tiene aprobado el Plan de Emergencias”. Como ya hemos dicho anteriormente, 
llevamos meses reclamando a la CHC que ejerza su potestad sancionadora para que 
presione a esos ayuntamientos y hagan esos planes que están pendientes desde el 
PES del año 2007. 

- Otra vez se exponen 3 alternativas sin reflejar la dotación económica y, además, no se 
opta por ninguna en concreto. 

 

 FICHA 14: OTROS FENÓMENOS ADVERSOS 

- A diferencia de los EpTIs de otras cuencas, esta Confederación ha creado demasiadas 
fichas, algunas sin una gran entidad. Esta ficha podría incorporarse a la Ficha 12 como 
“Inundaciones y otros fenómenos adversos”. 

 

 FICHA 15: COORDINACION ENTRE ADMINISTRACIONES 

- Compartimos las palabras del Ministerio en su libro de Gobernanza del agua: 

http://www.librogobernanzagua.es/fichas/consultas/DGA_MITECO.pdf 

“Cuando se habla de coordinación entre Administraciones Públicas, se sugiere 
beneficiar a las administraciones, organismos facilitadores de la cooperación y 
coordinación de transferencia de información y datos hidrológicos y territoriales, o 
penalizar los no cooperantes. 

Estudiar la conveniencia de obligar a todas las CCAA (que no lo tengan ya) a la 
instauración de un canon de saneamiento finalista”. 

- También hacemos nuestras las palabras de la CH del Duero:  

http://www.librogobernanzagua.es/fichas/consultas/DGA_MITECO.pdf


“La gobernanza apunta a una forma de coordinación entre los agentes políticos y 
sociales caracterizada por la regulación, la cooperación y la horizontalidad. Si el 
concepto de gobierno está centrado en el Estado como sujeto que dirige, el de 
gobernanza amplía la perspectiva hacia la realidad social y política. La gobernanza 
parte del principio de que la solución de los problemas sociales no se lleva a cabo 
exclusivamente a través de una autoridad suprema, sino que exige la acción expresa 
de diferentes actores y organizaciones. Con el concepto de gobernanza se supera la 
idea de una estricta separación entre el sujeto que dirige y el objeto dirigido.  

La DMA establece que la finalidad de la “gestión” es conseguir el buen estado de las 
masas de agua; el cambio de paradigma tradicional rompe el equilibrio y hace aflorar 
las contradicciones, hasta ese momento soterradas, en la percepción del agua como un 
bien público. El “agua” pasa de ser un bien público, objeto de uso económico por parte 
de los diversos agentes sociales y económicos, a ser un objeto de protección pública, 
en la búsqueda de su “buen estado” ambiental.  

Se ha resaltado en el planteamiento del problema las dificultades de llegar a un buen 
gobierno sin la correcta coordinación de las Autoridades competentes, por lo tanto 
difícilmente se avanzará hacia una eficaz “participación activa” si antes no se afrontan 
los retos previos. 

El actual esquema de representación y funcionamiento del CAD no parece que sea el 
más adecuado para avanzar en el camino que propone la DMA, quizás habría que 
replantearse su actual esquema (existen desequilibrios y disfunciones en la 
representación) y sobre todo su estructura de funcionamiento, ya que no parece servir 
como herramienta de coordinación entre las Autoridades competentes y los agentes. 

La filosofía normativa que subyace en la redacción dada al artículo 14 de la DMA 
acepta como cierto que los procesos de participación activa, es decir la implicación real 
de la sociedad civil en la toma de decisiones de las autoridades competentes, serán el 
motor de aceleración de la consecución final de los objetivos ambientales. 

Estos podrían arrancar con el compromiso de las autoridades competentes de 
establecer cauces de coordinación técnica que permitan avanzar en la priorización de 
las medidas necesarias para la consecución de los objetivos ambientales, asumiendo 
que una vez establecidos se procederá, por parte de las autoridades competentes 
responsables de su cumplimiento, a la fijación de los compromisos financieros 
necesarios para su consecución.” 

- Es clamorosa la falta de operatividad del Comité de Autoridades Competentes y del 
Consejo de Agua de la Demarcación. Después de 2 ciclos de planificación siguen sin 
existir grupos de trabajo, las administraciones no se implican en la ejecución del 
Programa de Medidas ni transmiten la información a la CHC para su incorporación en 
los documentos seguimiento, etc. 

-  Pero lo que verdaderamente nos preocupa es que tanto el Ministerio como las 
Confederaciones Hidrográficas, por una mal interpretada cooperación administrativa, 
están dejando de inspeccionar, denunciar y sancionar los incumplimientos en materia 
de agua y protección del ecosistema fluvial de las CCAA y Entidades locales menores. 

 FICHA 16: RECUPERACION DE COSTES Y FINANCIACIÓN DEL PROGRAMA DE 

MEDIDAS. 

- El artículo 9.1. de la DMA dice. 

“Los Estados miembros garantizarán, a más tardar en 2010: 

- que la política de precios del agua proporcione incentivos adecuados para que los 
usuarios utilicen de forma eficiente los recursos hídricos y, por tanto, contribuyan a 
los objetivos medioambientales de la presente Directiva, 

- una contribución adecuada de los diversos usos del agua, desglosados, al menos, 
en industria, hogares y agricultura, a la recuperación de los costes de los servicios 
relacionados con el agua, basada en el análisis económico efectuado con arreglo al 
anexo III y teniendo en cuenta el principio de que quien contamina paga.” 



Estamos en el año 2020 y todavía el Ministerio y su CCHH tienen pendiente esta tarea. 
Es evidente que hay una gran falta de voluntad política y que es más cómodo que la 
sociedad asuma indirectamente los costes ambientales. 

 

Ahora, después de 10 años, se nos informa que no es competencia ni del Ministerio ni 
de las CCHH el regular un impuesto que financie las medidas de gestión relacionadas 
con el agua y el ecosistema fluvial. 

- Compartimos lo expresado por el Ministerio en el Libro de Gobernanza del Agua: 

http://www.librogobernanzagua.es/fichas/consultas/DGA_MITECO.pdf 

“Autosuficiencia financiera de las CCHH: los presupuestos de los capítulos 1 y 2 
de las CCHH, y todas las inversiones necesarias para el correcto desarrollo de sus 
funciones de protección y control del DPH, han de ser repercutidos íntegramente 
sobre todos los usuarios. Por ello se propone la creación de un único canon de 
gestión del uso del agua de aplicación universal. 

(…) Modelo alternativo propuesto; podría estudiarse también la creación de un 
ente o agencia del agua, de ámbito nacional, que englobara a la actual DGA, las 
CCHH y las SSEE. Debería de gozar de autonomía financiera para que la 
recaudación de todos los cánones (el nuevo canon de gestión del uso del agua, 
canon de regulación, tarifa de utilización del agua, canon de control de vertidos, 
canon de utilización del DPH y cánones concesionales) repercutiera íntegramente 
en la protección y mejora del DPH como establece el TRLA. Las CCHH actuarían 
como delegaciones del ente o agencia, sin ser organismos autónomos, pero 
gestionando el DPH sobre la base de las demarcaciones hidrográficas actuales.” 

Casi todas las CCHH dependen económicamente de la DGA, por lo que su carácter de 
organismo autónomo pierde bastante credibilidad. No obstante, los ciudadanos 
sufrimos la independencia de las Confederaciones cuando exigimos una igualdad de 
derechos y obligaciones ante la gestión del agua, que nos es negada en base a esa 
autonomía orgánica. ¿Por qué en la CH del Tajo y del Ebro no se han establecido los 
caudales ecológicos para todas las masas de agua?, ¿por qué la CH del Cantábrico no 
tiene un SAIH y un SAICA y en otras cuencas sí?, etc. 

Creemos en la unidad de cuenca, pero las Confederaciones son oscuras y poco 
transparentes. Y la Dirección General del Agua no da muestras de impulsar una 
gestión del siglo XXI en todos sus OOAA. 

- Por otro lado, pensamos que el canon de utilización del dominio público hidráulico ya 
permitiría gravar el uso del agua como un input de actividades económicas que 

http://www.librogobernanzagua.es/fichas/consultas/DGA_MITECO.pdf


produce unos beneficios en el sentido del art. 112.4. b), o del art. 112.4.c) del TRLA 
para la ocupación o el aprovechamiento del dominio público hidráulico. 

 

 FICHA 17: MEJORA DEL CONOCIMIENTO 

- Es necesario que la Administración pública no subcontrate sus estudios ni las redes de 
seguimiento de calidad. Para ello debe aumentar su oferta pública de empleo. 

- Por otra parte, el Ministerio debería de implementar en todos sus OOAA unas redes 
básicas: SAIH, SAICA, Registro de Aguas Público, SIG de cuenca, etc. 

Y se debe mejorar la transferencia de información entre administraciones. 

- En base a la Ley 27/2006, el Ministerio y sus OOAA deberían poner a disposición de la 
ciudadanía los estudios realizados, la base de datos SABIA, etc. 

- Existe una Directiva Marco del Agua, del año 2000, y una Directiva de Inundaciones, 
del año 2007, en la que se reconoce que se ha llegado al convencimiento/conocimiento 
de que el D.P.H. se debe de gestionar de una forma ecosistémica; pero la voluntad 
política sigue anclada en el siglo pasado. Los conocimientos no sirven de nada si no 
van parejos a una Administración del siglo XXI transparente, eficiente, eficaz, y que 
promueva la gobernanza pública.  

 

 FICHA 18: SENSIBILIZACIÓN, FORMACIÓN Y PARTICIPACIÓN PUBLICA 

- La participación pública resulta indispensable en el diseño de las modernas políticas 
públicas y, en especial, en aquellas que se evidencian complejas y que han arrastrado 
conflictividad. Un amplio acuerdo sobre la protección y el manejo de las aguas, como 
las que se buscan en la planificación hidrológica, no puede alcanzarse sin que los 
agentes implicados y afectados estén y se sientan involucrados en el proceso. 
Además, un trabajo que pretende identificar y aprovechar las mejores soluciones debe 
abrirse a recibir contribuciones de aquellos expertos que puedan aportarlas. 

La Ley 19/2013, de 9 de diciembre, de transparencia, acceso a la información pública y 
buen gobierno, destaca en su preámbulo que: “La transparencia, el acceso a la 
información pública y las normas de buen gobierno deben ser los ejes fundamentales 
de toda acción política. Sólo cuando la acción de los responsables públicos se somete 
a escrutinio, cuando los ciudadanos pueden conocer cómo se toman las decisiones 
que les afectan, cómo se manejan los fondos públicos o bajo qué criterios actúan 
nuestras instituciones podremos hablar del inicio de un proceso en el que los poderes 
públicos comienzan a responder a una sociedad que es crítica, exigente y que 
demanda participación de los poderes públicos”. 

- La participación exige, además de la voluntad política de llevarla a cabo, la 
disponibilidad de medios, el consumo de tiempo y el uso de las técnicas apropiadas. 

Creemos necesario jornadas informativas, un SIG de la cuenca que informe sobre 
todos los ámbitos de la gestión del DPH, un SAICA y un SAIH público. 

- La página web del Ministerio sobre “Planes Hidrológicos y Programa de Medidas” tiene 
grandes carencias y no aporta una visión clara ni didáctica del estado de las masas de 
agua. 

https://servicio.mapama.gob.es/pphh/queries/listadoMedidasByAdmon 

 

Por todo lo anterior, el que suscribe SOLICITA A LA CONFEDERACIÓN HIDROGRÁFICA DEL 
CANTÁBRICO OCCIDENTAL, que teniéndose por presentado este escrito, se admita, se 
tengan por formuladas estas alegaciones, y previos los trámites legales oportunos, se 
modifique el Esquema Provisional de Temas Importantes en materia de gestión de las aguas 
en la Demarcación Hidrográfica del Cantábrico Occidental, en los términos contenidos en las 
presentes alegaciones formuladas. Y se nos dé traslado de la respuesta razonada que la 
Administración emita sobre las mismas, de acuerdo a lo dispuesto en el artículo 83.3 de la Ley 

https://servicio.mapama.gob.es/pphh/queries/listadoMedidasByAdmon


39/2015 y a la Ley 27/2006 de 18 de julio, por la que se regulan los derechos de acceso a la 
información, de participación pública y de acceso a la justicia en materia de medio ambiente. 


